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         DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD DE COPIAS / DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS EN PROCESO PENAL / ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / PRECEDENTE CORTE SUPREMA / CONCEDE / Ahora bien, la Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.1, de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia de tutela de segunda instancia del 5 de abril de 2018, radicada bajo el No.97626, precisó en primer lugar que no es la protección del derecho de petición la que debe invocarse, sino, el derecho fundamental al debido proceso, en su manifestación concreta del derecho de postulación, toda vez que el derecho de petición no puede demandarse para solicitar a un funcionario judicial que haga o deje de hacer algo dentro de su función, pues él está regulado por los principios, términos y normas del proceso y  en tal virtud, concedió  el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia del tutelante, con fundamento en los fallos de tutela CSJ STP, 16 en. 2013, rad. 64294; CSJ STP, 30 abr. 2013, rad. 66567 y CSJ STP, 5 dic. 2016, rad. 89353, STP7137-2017, 18 may. 2017, rad. 91629 en los que se tuvo en cuenta lo siguiente:

(…)
“La Sala no evidencia que con la autorización de permitir a las víctimas acceder, mediante la obtención de copia, a los registros de las actuaciones adelantadas durante la fase de indagación o investigación preliminar se resquebraje la estructura del sistema penal acusatorio. Antes bien, ello posibilita el goce pleno de los derechos de dicho interviniente, al conocer de primera mano los elementos probatorios recaudados por la fiscalía, con lo cual podrá contribuir al aporte de otros que solidifiquen la eventual formulación de la imputación y de la acusación.

(…)

De acuerdo a la norma y a la jurisprudencia transcritas, esta Sala concluye  que la respuesta de la FGN  fue parcial y en tal sentido, no puede declararse un hecho superado, toda vez que en este asunto específico resulta desproporcionado oponer a la peticionaria la reserva que como regla general caracteriza a las indagaciones e investigaciones de la Fiscalía, máxime, cuando en este caso, la negativa de la expedición de copias no fue  motivada ni se consideró por parte de la FGN la calidad  de víctima que ostenta la accionante dentro de la indagación adelantada con ocasión de la muerte de su padre,  quien tiene derecho a que dentro de esa actuación les sean garantizados no solo el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, sino también la verdad, justicia y reparación.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  veinte (20) de junio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0514
Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por la señora Yurani Varón Díaz en contra de la Fiscalía General de la Nación, Risaralda, por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. La ciudadana Yurani Varón Díaz instaura acción de tutela en contra de la Fiscalía 113 Especializada de la Dirección Especializada contra Organizaciones Criminales DECOC de Villavicencio, Meta, por considerar vulnerado su derecho fundamental  de petición, toda vez que desde el 19 de abril del presente año dicha Fiscalía recibió un escrito mediante el cual solicitó el estado de la investigación radicada bajo el No.5400160005642201700848, sin que a la fecha hubiera recibido respuesta al respecto.

Solicitó: i) tutelar los derechos fundamentales de petición, debido proceso y demás que se consideren vulnerados con el fin de que la entidad accionada  le brinde una respuesta clara y ii) de ser negativa la respuesta, informar las razones de hecho y de derecho.

2.2. A la demanda adjuntó los documentos que sustentan sus pretensiones (Fl.. 8-18).

2.3.  Mediante auto del 14 de junio de 2018 se avocó la presente demanda de amparo a prevención y  se ordenó correr traslado de la misma a la autoridad accionada (Fl. 21 frente y vuelto).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1. FISCALÍA 113 ESPECIALIZADA DE LA DIRECCIÓN DE FISCALÍAS ESPECIALIZADAS CONTRA ORGANIZACIONES CRIMINALES – DECOC DE VILLAVICENCIO  
Su titular informó que en comunicación telefónica con la accionante se pudo establecer que el derecho de petición mencionado en la tutela, se había radicado en la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira y que al verificar la correspondencia, se observó que la solicitud se había “enganchado” a otros documentos y se encontraba sin ser atendido.

Confirmó que esa entidad dio respuesta a la señora Varón Díaz  mediante el oficio No.377 del 15 de junio de 2018, por lo que consideró que se configuraba un hecho superado y en tal sentido, se ha satisfecho la pretensión de la actora (Fls. 26 y 27).

Adjuntó copia del oficio antes referido (Fls. 28 y 29).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron el derecho fundamental de petición al accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.7.  Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:  “el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

4.8.  DEL CASO EN CONCRETO:

4.8.1.  En el caso sub examine, la señora Yurani Varón Díaz pretende el amparo constitucional de los derechos fundamentales que le asisten como víctima, en el entendido que la Fiscalía 113 DECOC de Villavicencio, Meta, no le había dado respuesta a la petición del 19 de abril de 2018, en la que en calidad de víctima de la muerte de su padre, señor Oclides Varón Ortiz, solicitó lo siguiente:

“PRIMERO: Solicito se me informe, en qué estado actual se encuentra la investigación de homicidio de mi padre, si ya saben quién fueron (sic) los autores del hecho y los motivos por los cuales lo asesinaron. 

SEGUNDO: en calidad de hija del occiso el señor OCLIDES VARON ORTIZ, quien en vida se identificara con cédula de ciudadanía número 96.359.561 de Puerto Rico, Caquetá, se me entreguen copias simples de todo lo actuado y soportes de las pruebas y los audios dentro de la investigación, para la cual adjunto dos (2) CD en formato DVD para que se me graven (sic) las audiencias y audios que hayan surtido como pruebas dentro del proceso de investigación de la referencia.”
4.8.2.   Significa lo anterior, que la accionante cumplió con la carga de la prueba de la solicitud elevada con el fin de establecer a qué autoridad le corresponde responder la misma, toda vez que no basta que el tutelante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta, sino que es necesario demostrar tal afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia T - 997 de 2005, cuando determinó lo siguiente:     

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.” 

4.8.3 Por su parte, el Fiscal 113 Especializado DECOC de Villavicencio  respondió a la petición de la señora Varón Díaz, mediante el oficio No.377 del 15 de junio de 2018, sobre el proceso radicado al No.540016000564201700848, lo siguiente:

“… el caso radicado de la referencia se encuentra en estado de Indagación, aclarándole que la causa de la muerte del ciudadano OCLIDES VARON ORTIZ obedeció a una descarga de armas efectuada por miembros del Ejército Nacional, y realizada el día 28 de septiembre de 2017 en un sector conocido como la vereda de la itilla del municipio de Calamar, Jurisdicción de San José del Guaviare.

Respecto de si en su calidad como hija del señor VARON ORTIZ se le pueden entregar copias de lo actuado  así como soportes de los Elementos Materiales de Prueba, la respuesta es de carácter negativa, en atención a que como se dijo en el párrafo anterior, la investigación se encuentra en estado de indagación y el descubrimiento de este tipo de evidencia corresponde a otro escenario procesal (Acusación)…”

4.8.4. El artículo 47 de la Ley 600 de 2000 establece que la constitución de parte civil, como actor individual o popular, podrá intentarse en cualquier momento, a partir de la resolución de apertura de instrucción y hasta antes de que se profiera sentencia de única o de segunda instancia. La expresión subrayada fue declarada inexequible por la Corte Constitucional en la Sentencia C-223 de 2002 en la que se dijo lo siguiente sobre los derechos que le asisten a la víctima a acceder al expediente mediante un derecho de petición, así:
“Se ha justificado la reserva durante la etapa de investigación previa por el interés de proteger la información que se recoja durante esta etapa. Sin embargo, dado que la investigación previa tiene como finalidad determinar si el hecho punible ha ocurrido o no, si la conducta es típica o no, si la acción penal no ha prescrito aún, si se requiere querella para iniciar la acción penal, si el querellante está legitimado o no para iniciar la acción, si existe o no alguna causal excluyente de antijuridicidad o de culpabilidad (artículo 322, Ley 600 de 2000), no permitirle a la parte civil actuar durante esta etapa o exigir que el acceso al expediente sólo pueda hacerlo mediante un derecho de petición, puede llevar a conculcar definitivamente sus derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación. Tales limitaciones, por lo tanto, constituyen una afectación grave del derecho de acceso a la justicia que tiene la víctima de un hecho punible.

Si bien es cierto que la verdad y la justicia dentro del proceso penal dependen de que la información y las pruebas recogidas durante la etapa de investigación previa estén libres de injerencias extrañas o amenazas, no obstante el interés de protegerlas no puede llegar al punto de conculcar los derechos del procesado
 o de la parte civil, especialmente, cuando existen mecanismos a través de los cuales se puede proteger la integridad del expediente y de la información recogida de posibles intentos por difundirla o destruirla, tales como el establecimiento de sanciones penales, o de otro tipo, a quienes violen la reserva del sumario, o destruyan pruebas, sin menoscabar los derechos de los intervinientes dentro del proceso penal”.  (Subrayas nuestras) 

4.8.5. Con la reforma de la Ley 600 de 2000 el legislador  le reconoció a las víctimas dentro del proceso penal, la posibilidad de tener acceso a la información desde el comienzo de las actuaciones con el fin de poder esclarecer los hechos que le afectaron, conocer la verdad y  obtener una posible indemnización por los daños causados, lo que puede lograr a través de peticiones que en tal sentido se hagan ante el ente investigador y en tal virtud, el artículo 11 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), establece lo siguiente:
“(…) El Estado garantizará el acceso de las víctimas a la administración de justicia, en los términos establecidos en este código.

En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho:

a) A recibir, durante todo el procedimiento, un trato humano y digno;
b) A la protección de su intimidad, a la garantía de su seguridad, y a la de sus familiares y testigos a favor;

c) A una pronta e integral reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de este código;

d) A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas;

e) A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos en este código, información pertinente para la protección de sus intereses y a conocer la verdad de los hechos que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido víctimas (…)”
(Subrayas fuera del texto original)

4.8.6.  La Ley 1712 de 2014 estatutaria de la transparencia y del derecho de  acceso a la información contiene una conceptualización y una regulación de tal principio y garantía, por lo que en su artículo 4º señala el concepto del acceso a la información, de la siguiente manera:

“Artículo  4°. Concepto del derecho. En ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información, toda persona puede conocer sobre la existencia y acceder a la información pública en posesión o bajo control de los sujetos obligados. El acceso a la información solamente podrá ser restringido excepcionalmente. Las excepciones serán limitadas y proporcionales, deberán estar contempladas en la ley o en la Constitución y ser acordes con los principios de una sociedad democrática.

El derecho de acceso a la información genera la obligación correlativa de divulgar proactivamente la información pública y responder de buena fe, de manera adecuada, veraz, oportuna y accesible a las solicitudes de acceso, lo que a su vez conlleva la obligación de producir o capturar la información pública. Para cumplir lo anterior los sujetos obligados deberán implementar procedimientos archivísticos que garanticen la disponibilidad en el tiempo de documentos electrónicos auténticos.

Parágrafo. Cuando el usuario considere que la solicitud de la información pone en riesgo su integridad o la de su familia, podrá solicitar ante el Ministerio Público el procedimiento especial de solicitud con identificación reservada.”

Así mismo, dicha norma consagra en su artículo 19 que la información exceptuada por daño a los intereses públicos es “toda aquella información pública reservada, cuyo acceso podrá ser rechazado o denegado de manera motivada y por escrito en las siguientes circunstancias, siempre que dicho acceso estuviere expresamente prohibido por una norma legal o constitucional:

 a) La defensa y seguridad nacional;  b) La seguridad pública; c) Las relaciones internacionales; d) La prevención, investigación y persecución de los delitos y las faltas disciplinarias, mientras que no se haga efectiva la medida de aseguramiento o se formule pliego de cargos, según el caso; e) El debido proceso y la igualdad de las partes en los procesos judiciales; f) La administración efectiva de la justicia; g) Los derechos de la infancia y la adolescencia; h) La estabilidad macroeconómica y financiera del país; i) La salud pública.

Parágrafo. Se exceptúan también los documentos que contengan las opiniones o puntos de vista que formen parte del proceso deliberativo de los servidores públicos.”
4.8.7.  De acuerdo al anterior listado, la Corte Constitucional en la Sentencia C-274 de 2013, puntualizó lo siguiente:

(…) observa en primer lugar la Corte que el listado incluido en el artículo 19 cobija tanto intereses públicos como materias generales. El artículo emplea la expresión “circunstancias,” como encabezado del listado de intereses protegidos, pero en realidad no se refiere a ninguna circunstancia particular que justifique la reserva, sino que directamente hace una remisión a materias o intereses generales protegidos que en teoría justifican la misma. 

(….) No sobra resaltar que la aplicación de la reserva en estas materias, debe estar expresamente consagrada en la ley o en la Constitución, en términos precisos; (i) y motivarse en cada caso concreto (ii) que existe un riesgo real, probable y específico de dañar el interés protegido, y (iii) que el daño que puede producirse sea significativo, si se autoriza el acceso a esa información. En otras palabras, el acceso se limita a la información calificada como reservada, no a las razones de la reserva, que son públicas y objeto de control y de debate. 

(...)  En cuanto a la consagración legal o constitucional de la prohibición de acceso, es necesario, además que ésta haya sido expresada de manera clara y precisa en una ley, como quiera que las referencias genéricas e indeterminadas a todo tipo de información, conduce a la vulneración absoluta del derecho de acceso a la información pública.”   (Subrayas nuestras)
4.8.8. Ahora bien, la Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.1, de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia de tutela de segunda instancia del 5 de abril de 2018, radicada bajo el No.97626, precisó en primer lugar que no es la protección del derecho de petición la que debe invocarse, sino, el derecho fundamental al debido proceso, en su manifestación concreta del derecho de postulación, toda vez que el derecho de petición no puede demandarse para solicitar a un funcionario judicial que haga o deje de hacer algo dentro de su función, pues él está regulado por los principios, términos y normas del proceso y  en tal virtud, concedió  el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia del tutelante, con fundamento en los fallos de tutela CSJ STP, 16 en. 2013, rad. 64294; CSJ STP, 30 abr. 2013, rad. 66567 y CSJ STP, 5 dic. 2016, rad. 89353, STP7137-2017, 18 may. 2017, rad. 91629, en los que se tuvo en cuenta lo siguiente:

“[…] 5.1. En efecto, de las probanzas aportadas se evidencia que el tutelante deprecó a la fiscalía demandada, mediante oficio del 16 de febrero de 2011, que se le informara el estado de la investigación, las razones por las cuales no se había formulado imputación y asimismo, que se le expidiera copia de las pruebas allegadas. Si bien frente a los dos primeros tópicos el despacho fiscal emitió una respuesta ajustada a la normatividad de conformidad con lo ya expuesto, denegó la expedición de copias bajo el argumento que es otra la etapa procesal para el descubrimiento probatorio. La anterior contestación contraviene la posición fijada por esta Sala de Casación Penal en Sala de Decisión de Tutelas, en torno a la posibilidad por parte de la víctima de acceder a las copias y registros en la fase de indagación preliminar. En proveídos T- 59477 del 29 de marzo del 2012 y T-60010 del 17 de mayo siguiente, se precisó:   

“La Sala no evidencia que con la autorización de permitir a las víctimas acceder, mediante la obtención de copia, a los registros de las actuaciones adelantadas durante la fase de indagación o investigación preliminar se resquebraje la estructura del sistema penal acusatorio. Antes bien, ello posibilita el goce pleno de los derechos de dicho interviniente, al conocer de primera mano los elementos probatorios recaudados por la fiscalía, con lo cual podrá contribuir al aporte de otros que solidifiquen la eventual formulación de la imputación y de la acusación.

Debe sí precisarse que, como ya lo expuso por vía de tutela la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, la posibilidad de acceder a las copias de los registros de los actos investigativos está restringida para el sujeto pasivo de la acción penal y su defensor, pues la Ley 906 de 2004 “garantiza la confidencialidad de la actuación de la fiscalía, en cuanto sólo la obliga a descubrir su arsenal probatorio en desarrollo de la audiencia de formulación de la acusación, salvo en el caso del artículo 306, es decir, cuando solicita la imposición de medida de aseguramiento, pues en ese evento deberá dar a conocer los elementos materiales probatorios, evidencias  físicas e información legalmente obtenida en los cuales se sustenta la petición, para permitir la controversia pertinente”
. 

Contrastado lo anterior con la problemática planteada por el recurrente, pronto se advierte que la actuación puesta de presente en la demanda constituye una irregularidad que desquicia las bases del proceso penal, en tanto no se le permite a la víctima el acceso pleno a la investigación desde sus inicios como expresión de su derecho de obtener el goce de sus derechos a la verdad, justicia, reparación y no repetición, de modo que resulta desproporcionado que se le imponga al peticionario esperar hasta que tenga lugar el descubrimiento probatorio en la fase del juicio para expedirle las copias que requiere a efectos de ejercer sus derechos, como que la razón aducida por la demandada desconoce la relevancia de las garantías que se confiere a la víctima en el proceso penal, sin que además pueda aducirse que con la entrega de las piezas procesales reclamadas se pueda obstaculizar o torpedear la labor del ente acusador dados los fines para los que han sido  solicitados
”.

5.2. Así, surge diáfano que el argumento de la accionada para negar el acceso a la copias es viable en lo que dice relación con la defensa, tratándose el procedimiento penal acusatorio de un sistema adversarial, pero en lo que respecta a la víctima, constituye una transgresión de su derecho fundamental al debido proceso, de manera que se tutelará el mismo y se le ordenará a la Fiscalía 163 Seccional de la ciudad de Cali, que en el término de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del presente fallo, expida y haga entrega al demandante de fotocopias simples de todos los documentos, piezas procesales, así como de los registros o grabaciones que contenga el expediente contentivo de la denuncia por él instaurada.”. 
(Subrayas fuera del texto original)

De acuerdo a la norma y a la jurisprudencia transcritas, esta Sala concluye  que la respuesta de la FGN  fue parcial y en tal sentido, no puede declararse un hecho superado, toda vez que en este asunto específico resulta desproporcionado oponer a la peticionaria la reserva que como regla general caracteriza a las indagaciones e investigaciones de la Fiscalía, máxime, cuando en este caso, la negativa de la expedición de copias no fue  motivada ni se consideró por parte de la FGN la calidad  de víctima que ostenta la accionante dentro de la indagación adelantada con ocasión de la muerte de su padre,  quien tiene derecho a que dentro de esa actuación les sean garantizados no solo el debido proceso y el acceso a la administración de justicia, sino también la verdad, justicia y reparación. 
4.8.9.  Como consecuencia de lo anterior, se tutelarán los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia a la señora Yurani Varón Díaz y en tal virtud, se ordenará a la Fiscalía 113 DECOC de Villavicencio, Meta, que  dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, expida y haga entrega de la documentación solicitada por la señora Yurani Varón Díaz al interior de la investigación identificada bajo el radicado 540016000564201700848.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición y el acceso  a la información a la señora Yurani Varón Díaz.
SEGUNDO: ORDENAR a la Fiscalía 113 Especializada de la Dirección Especializada contra Organizaciones  DECOC de Villavicencio, Meta, que  dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente decisión, expida y haga entrega de la documentación solicitada por la señora Yurani Varón Díaz al interior de la investigación identificada bajo el radicado 540016000564201700848.

TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Corte Constitucional, SU-620 de 1996, MP: Antonio Barrera Carbonell. La Corte tuteló los derechos al debido proceso y al derecho de defensa de los posibles autores o partícipes de un hecho ilícito dentro del proceso fiscal a quienes se les prohibía acceder al sumario por cuando esa etapa estaba reservada. 


� Sentencia del 12 de diciembre de 2006, radicación T-28584.


� Radicado 55.418 del 18 de agosto de 2011.
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